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INTERVENCIÓN DEL EMBAJADOR CAMILO OSPINA,
REPRESENTANTE PERMANENTE DE COLOMBIA ANTE LA OEA,
EN LA SESIÓN DEL CONSEJO PERMANENTE,
DEL 6 DE NOVIEMBRE DE 2007
Señor Presidente

 

En primer lugar, quiero agradecer a la Secretaría General la presentación del Décimo informe trimestral de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz MAAP-OEA en Colombia, que de manera detallada muestra los avances positivos que se vienen desarrollando dentro del proceso de desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia – AUC-, y otros grupos al margen de la ley.

 

Si bien es cierto que el informe corresponde a un periodo reciente, es importante se tenga en cuenta, que en el momento de su presentación por parte de la MAAP, buena parte de las sugerencias y las recomendaciones hechas al Gobierno, han sido acogidas y en un muy alto porcentaje se han puesto en práctica las medidas de solución, con las dificultades que conlleva un proceso de esta naturaleza.  

 

Sea esta una oportunidad para resaltar y destacar el papel de la MAAP, cuya permanente presencia y seguimiento, ha permitido visualizar problemas a los cuales se ha podido dar la respuesta oportuna por parte del al Estado. 

 

Es importante destacar el reconocimiento que hace la Misión a: 

 

· La determinación del Gobierno Colombiano, en el combate contra los grupos ilegales emergentes y sus reductos, con la decisiva presencia y participación de la fuerza pública en tales operaciones; 

 

· Los esfuerzos que el Gobierno, la Policía y la Fiscalía están realizando para darle respuestas a las estructuras criminales dedicadas al narcotráfico y la delincuencia común en las cuales participan desmovilizados y no desmovilizados tratando de controlar economías ilícitas. Al respecto, es necesario aclarar que esas organizaciones no se encuentran cubiertos por el marco de la justicia transicional. 

 

· La decisión del Gobierno Nacional de trasladar a cárceles de máxima seguridad y retirar de la lista de postulados de la Ley de Justicia y Paz, a aquellas personas que hayan tenido presunta participación en actividades ilícitas con posterioridad a su desmovilización; 

 

· El Cambio positivo en la política de reintegración encausándola con objetivos más claros, implementados por la Alta Consejería para la Reintegración (ACR). Esta institución ha dispuesto una Red Nacional de Atención, conformada por más de 40 Centros de Servicio para  brindarle atención al desmovilizado y a su familia. Para este fin, se viene articulando y sensibilizando al sector privado, a la sociedad civil y a las autoridades locales, para dar una respuesta colectiva y coordinada al problema; 

 

· La atención de los desmovilizados desde diferentes perfiles y en los que se tienen en cuenta aspectos tales como, la condición social, vocacional, las características demográficas, grupos étnicos, etc., brindando un especial enfoque de género; 

 

· El impacto positivo en algunas ciudades, como Bogotá y Medellín, por la participación de sus autoridades locales de manera activa en la búsqueda de soluciones para las personas que se han acogido a los beneficios del proceso adelantado por el Gobierno; 

 

· El claro reforzamiento del dispositivo policial con escuadrones especializados, encaminados, entre otros, al bloqueo de la resiembra en zonas de erradicación de cultivos,  así como el monitoreo constante a las facciones ilegales y la situación de seguridad en las regiones donde tienen presencia. 

 

· La complementación de la Directiva Ministerial para garantizar la desvinculación absoluta de los ex combatientes de los esquemas de seguridad preventivos del Estado; 

 

· El cambio en materia de ayuda humanitaria para los ex combatientes dentro del programa apoyo a la reintegración, en la que el gobierno brinda toda la colaboración, siempre y cuando se obtengan resultados y participen activamente de los planes que ofrece la Alta Consejería para la Reintegración. Cambiando el sistema anterior en el cual se daba un apoyo económico, sin pedir resultados y sin ver un interés real por parte del desmovilizado de acogerse a los beneficios que en materia de educación, orientación laboral o capacitación, brinda este proceso;    

 

· El aumento en los porcentajes en cedulación e identificación de la población desmovilizada, lo cual ha permitido, la ampliación de la cobertura en materia de servicios del Estado;   

 

· El apoyo financiero del Gobierno a la Ley de Justicia y Paz mediante la asignación provisional de US$ 40. millones,  mientras se aprueba la Ley de Presupuesto para el año 2008. De igual forma y atendiendo las observaciones de la MAPP, se avanza en el fortalecimiento de la Defensoría del Pueblo. 

 

· El trabajo con comunidades como un componente importante para impulsar la reconciliación entre la población desmovilizada y las comunidades receptoras, sin reconciliación, la reintegración, tanto social como económica de los desmovilizados, se puede dificultar enormemente. 

 

· Se destaca la iniciación, por orden judicial, de un programa de protección de Victimas y Testigos de la Ley de Justicia y Paz, como muestra del compromiso de generar confianza y seguridad al desmovilizado. 

 

Ahora bien, y adicional a estos hechos positivos constatados por la MAAP, es necesario referirse de manera especial a varios temas sobre los que se pronunció:

 

· El Gobierno ve con muy buenos ojos y agradece la iniciativa de apoyo a las comunidades en el marco de la verificación propuesta por la MAAP, priorizando seis grandes ejes: 

 

1. Métodos Alternativos de Solución de Controversias (MASC);

 

2. Búsqueda y Generación de Medidas de Confianza;

 

3.Reconciliación y Construcción del Tejido Social;

 

4.Convivencia, Reencuentro y Memoria Histórica;

 

5. Apoyo Psicosocial, y;

 

6. Ejes Transversales – DDHH/DIH y perspectiva de Género

 

El Estado colombiano comparte la afirmación contenida en el informe según la cual “las 68.064 víctimas que han hechos denuncias hasta el momento de elaboración del presente informe, le dan a este proceso una legitimidad y un sustento social notable”, pues esto demuestra cómo las víctimas creen en el proceso y han contado con las herramientas y oportunidades para hacerse parte. 

 

Respecto al tema de las reparaciones a las victimas. El Gobierno Colombiano atendiendo una recomendación de la CIDH ha iniciado el proceso de implementación de un programa de Reparación Colectiva encaminado a compensar a todas las víctimas del conflicto. Para tal fin se necesita la colaboración activa de la CIDH para diseñar un sistema de reparación que permita la satisfacción de la victima con los recursos disponibles. Este esfuerzo tiene como objetivo dar los primeros pasos para lograr de forma definitiva la paz y la convivencia en el país, asumiendo, que el enorme costo económico que tendrá el programa se compensara ampliamente con el logro de estos objetivos. 

 

El estado colombiano coincide con la preocupación expresada por la MAAP/OEA en relación con las victimas de minas antipersonal tanto civiles como militares. Este sigue siendo el flagelo mas cruel y despiadado que afecta a muchos colombianos, especialmente niños, que genera enorme sufrimiento a la población afectada y que demanda cuantiosos recursos humanos y financieros para su eliminación.

 

Se indica en el informe que: “La CIDH ha recibido denuncias indicando que las diligencias de la Fiscalía en busca de restos en las fosas comunes se estarían realizando, en su mayoría, sin previa coordinación con los familiares de las víctimas”.  Indicando que “la mejor coordinación con los familiares de las víctimas facilitará el trabajo de las autoridades judiciales, y evitará que los restos sean removidos por actores no estatales.  Asimismo, contribuirá a evitar que tanto familiares como testigos sean amenazados.”

 

Sobre el particular, lamenta el Gobierno Colombiano no poder atender la recomendación de la CIDH, valida como inquietud académica, pero que en la practica resulta alejada de las posibilidades reales, teniendo en cuenta que en muchos de los casos las fosas comunes no sólo se encuentran en sitios de difícil acceso, sino con condiciones de seguridad complejas, mal haría la Fiscalía General y su equipo en trasladar a las víctimas para poner en riesgo su seguridad. Así mismo, las exhumaciones se hacen con rigor profesional y en la medida que no se tiene certeza sobre la ubicación real de los cuerpos, la presencia de los familiares resulta inconveniente.

 

En cuanto al informe de la participación de la MOE/OEA en las elecciones de Gobernadores, Alcaldes, Diputados, Concejales y Miembros de las Juntas Administradoras Locales, realizadas en mi país el pasado 28 de octubre. Quiero traer a colación la magnifica labor adelantada por la MOE/OEA en cabeza del Doctor Dante Caputo, Subsecretario de Asuntos políticos de la OEA, Jefe de la Delegación, y de todo el grupo que lo acompañó. Aprovecho este espacio para agradecer la presencia de esa Misión, que le dio realce y transparencia al proceso electoral y que permitió brindar plenas garantías, tanto para los candidatos, como para los electores y la a ciudadanía en General. Hago extensivo mi sentimiento de gratitud a los Gobiernos de los países que nos brindaron sus aportes para llevar a un  feliz término dicho proceso. No quiero hacer mayores comentarios sobre el particular, ya que estamos  en espera de la presentación del informe final de estas elecciones ante el Consejo Permanente. Sin embargo quiero destacar que la participación electoral aumentó en un 30% con relación las votaciones que en ese mismo sentido se realizaron en el año 2003. Con base en lo anterior, se puede concluir que se derrotó al Terrorismo y a la Violencia, con la amplia participación de electores y mayor legitimidad de las instituciones.  
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Por último, el informe presentado en el día de hoy ante el Consejo Permanente, muestra en sus conclusiones el resultado de una política que inició el Señor Presidente de la República, Álvaro Uribe Vélez, que busca la verdad de los hechos, la reparación  a las víctimas y familiares, el sometimiento a la justicia de los responsables, la generación de un clima de oportunidades y la reconciliación del pueblo colombiano.

 

Reitero mis agradecimientos a la MAAP/OEA, con el convencimiento que su presencia y colaboración permanente reviste de gran importancia a este proceso y que, atenderemos, en la medida de lo posible, como lo hemos hecho hasta la fecha,  las recomendaciones que con tanto acierto nos ha venido sugiriendo.

 

Mil gracias.  

 
NOTA: Las observaciones y comentarios al Informe presentado por la MAAP por parte de las instituciones colombianas descritas a continuación, fueron entregadas a la Secretaría en el día de ayer:

 

· FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN DE COLOMBIA 

 
· DIRECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO DE LA CANCILLERÍA COLOMBIANA 

 
· ALTA CONSEJERÍA PARA LA REINTEGRACIÓN DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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